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			PRÓLOGO 




			Breve historia de una obra a cincuenta dedos 




			



			 






			En octubre de 2011, en medio de las movilizaciones estudiantiles, los cinco autores de este libro nos reunimos a discutir acerca del malestar que invadía a Chile. Llamaba nuestra atención el hecho de que la agitación social —que excedía a la estudiantil— sucedía en una época de prosperidad económica. En esa ocasión surgió la idea de escribir una obra colectiva que ayudara a entender y canalizar el malestar expresado en esas manifestaciones.  




			Al poco andar nuestra conclusión fue que las causas del fenómeno eran profundas y variadas, y que una respuesta adecuada solo podía provenir de un análisis crítico de nuestro modelo de desarrollo y, finalmente, de un cuestionamiento abierto a la hegemonía neoliberal. 




			Dado que el documento fundacional del orden neoliberal en Chile fue El Ladrillo —texto que proporcionó las bases ideológicas iniciales del actual modelo chileno—, nos pareció que la gran confusión reinante ameritaba un esfuerzo de ambiciones similares. Así, este libro partió de ese anhelo, pero con conciencia de la dificultad y limitaciones que imponen los cambios sociales, políticos y económicos cuando se miran desde tan cerca. 




			Los autores de este libro convergemos en tres planos distintos. En la filiación partidaria, somos socialistas, democratacristianos o independientes; desde la perspectiva de las disciplinas académicas, somos juristas, economistas, sociólogos, cientistas políticos e ingenieros; y, finalmente, entre nosotros hay distintos grados de satisfacción con el legado de la Concertación cuando estuvo en el poder. Lograr que esta convergencia rindiera frutos fue un desafío de proporciones.  




			Al comenzar la redacción del texto dividimos los temas apelando a las afinidades disciplinarias naturales: es así como Javier Couso y Alfredo Joignant redactaron los borradores preliminares sobre los temas políticos y constitucionales; Fernando Atria, aquellos referidos a los temas sociales; y José Miguel Benavente y Guillermo Larraín, los vinculados a los tópicos económicos. Después de este primer ejercicio, concluido en julio de 2012, se inició un verdadero periplo con el fin de satisfacer nuestra ambición inicial: firmar el libro íntegramente por los cinco autores, independientemente de quienes habían sido las primeras plumas en tal o cual tema o grupo de temas.  




			Para lograrlo, trabajamos durante algunos meses los capítulos redactados por otros bajo la modalidad de «control de cambios». Una vez finalizada esta etapa, transitamos a una fase muy exigente: entre septiembre de 2012 y marzo de 2013 nos reunimos todos los martes en la tarde, en alguna de nuestras universidades de pertenencia institucional, a resolver las naturales diferencias discutiéndolas línea por línea. Las posiciones del libro muestran consensos racionales logrados por medio del debate y en los pocos casos en que no se toman posiciones, el libro ilustra y racionaliza las alternativas. El resultado es que los borradores iniciales son irreconocibles después de las discusiones y deliberaciones sostenidas durante meses.  




			Esperamos que este método de trabajo genere no solo interés de parte de los lectores, sino que haya servido para mejorar el diagnóstico de la peculiar situación en la que está el país, para avanzar en la búsqueda de soluciones innovadoras a los problemas que enfrentamos y, finalmente, para elevar la calidad del debate público en Chile. 




			

	    


	 	

	    

            



			 






			INTRODUCCIÓN 




			El diagnóstico y el proyecto político 




			



			 






			En las últimas décadas en Chile nos hemos acostumbrado a considerar como normal una manera de entender lo social, lo político y lo económico, que no tiene nada de normal; nos hemos acostumbrado a creer que no hay alternativas plausibles y realistas a formas de organización de la vida en común, que no tienen nada de realistas ni de plausibles.  




			Hemos escrito este libro porque constatamos que Chile ha cambiado profundamente en los últimos años, aunque el debate en torno a dichos cambios y a los desafíos que ellos implican no da cuenta de su profundidad.  




			La actitud que persiste hoy se reduce, por un lado, a negar la importancia de los eventos recientes y resistirse a ver lo que nos parece evidente: que el desarrollo del país requiere importantes reformas en los ámbitos político, social y económico, las que, de no implementarse, pueden generar significativos efectos negativos sobre dicho desarrollo. Por otro lado, algunos denuncian que las cosas van mal, pero sin un diagnóstico claro, sin definir qué está realmente mal y qué no lo está. 




			¿Qué pasó en los últimos años? La respuesta corta es que «apareció el malestar» con la política, con los políticos, con todas las instituciones, con el Estado, con las empresas, con los sindicatos; un malestar generalizado. Las formas que nos parecían normales de organizar la política, la sociedad y la economía, hoy nos parecen cuestionables, aunque no está claro ni por qué ni cuáles de esos ámbitos son realmente la causa del problema. Hasta el momento ha habido más manifestaciones de malestar que intentos de transformar ese malestar en un proyecto político.  




			Ese y no otro es el sentido de este libro: luego de prácticamente dos años de trabajo, pretendemos haber identificado con cierta precisión las causas de ese malestar y proponemos un modelo de desarrollo alternativo que da cuenta de él. Nos parece necesario hacerlo porque, por primera vez en treinta y cinco años, se ha abierto la posibilidad de una nueva hegemonía en Chile.  




			El malestar se hizo evidente para todos en 2011. Es importante recordar que 2011 no fue solo el año de las manifestaciones estudiantiles. Fue el año de Barrancones e HidroAysén, de La Polar, de Aysén, de Calama, entre otros. Retrospectivamente, es claro que lo especial de 2011 no fue que existieran manifestaciones de descontento político, sino el hecho de que esas manifestaciones tuvieran motivos tan aparentemente variados y surgieran en un plazo breve de tiempo. Qué duda cabe: algo importante sucedió en 2011 para que tantos eventos y movilizaciones hayan tenido lugar. 




			A nuestro juicio, la explicación está en una característica fundamental del modelo chileno. Se trata, en términos genéricos, de su desprecio por lo público y su exaltación de lo privado. En prácticamente cualquier esfera de la vida vemos instituciones construidas sobre la idea de que, sujeto a ciertos requisitos, el despliegue irrestricto del interés privado promoverá adecuadamente el interés público. Es decir, el interés público se reconoce por la existencia material en el mercado de los intereses de agentes privados. A su vez, esta manifestación solo tiene lugar en la medida en que esa organización más o menos artificial que denominamos «mercado» permita reflejarla efectivamente. 




			Esta, desde luego, es una idea conocida —«la mano invisible» de Adam Smith— y, como toda idea que ha resultado ser importante, contiene una dosis de verdad. Es efectivo que los mercados tienden en muchos casos a generar situaciones socialmente deseables. De hecho, lo que puede decirse es más fuerte que eso: el mercado constituye un espacio de libertad que es necesario preservar. 




			Sin embargo urge establecer una relación más equilibrada entre el interés general y los intereses privados. Esto no es simple, porque no existe una regla evidente que dé una solución. En contraposición, un elemento que explica el atractivo del neoliberalismo es su simpleza que le permite recomendar siempre lo mismo, en todo orden de cosas: privatizar. Es decir, asignar derechos de propiedad y crear condiciones para la competencia de mercado. A diferencia de esta solución simple, aplicable en principio a todo orden de problemas, la propuesta contenida aquí es más compleja y reposa en forma importante en la búsqueda de formas institucionales que reconozcan y entonces hagan probable la emergencia del interés general. Lo que este libro ciertamente no contiene es una receta que, aplicada a todas las situaciones imaginables, resulte en la promesa del desarrollo.  




			La radicalización en la sociedad chilena de la lógica de mercado ha llegado hasta extremos que hoy nos parecen naturales pero que no lo son. En el libro nos referiremos con cierto detenimiento a algunas de las manifestaciones más importantes de esta exaltación de lo privado y este desprecio por lo público. Por ejemplo, en el plano económico haremos referencia a que esta visión supone una forma especialmente radical de no intervencionismo del Estado en el desarrollo económico (camino que no ha llevado al desarrollo a nación alguna, al menos desde el siglo XX). En el plano político, a la idea de que, más que una forma de debate y acción orientada al interés general (bien común), la política parece ser un espacio de negociación entre intereses particulares en el que, además, algunos actores tienen poder de veto (lo que hace incomprensible la tradición democrática en su dimensión deliberativa). Finalmente, en el plano social, a la idea de que la provisión de servicios asociados a derechos sociales, como educación, salud y seguridad social, debe estructurarse exclusivamente como un mercado privado bajo ciertas regulaciones.  




			En estas tres áreas, que estructuran el libro, es posible observar los efectos de este modelo: una estrategia de desarrollo en la que están siendo crecientemente observables síntomas de agotamiento político y límites económicos. Un crecimiento del producto interno bruto que oculta bajo el precio históricamente alto del cobre un lento crecimiento de la productividad, una incapacidad para revertir la creciente dependencia de ciertos productos exportables y una casi nula capacidad de corregir la persistente desigualdad. Un modo de operación de todas las instituciones políticas en que estas sufren un agudo descrédito ciudadano, donde el sistema binominal oculta — pero no soluciona— los riesgos crecientes que enfrenta la gobernabilidad futura del país. Una manera de entender los derechos sociales que mira a expandir la cobertura ocultando el hecho de que, para hacerlo, ha llevado a la segregación, a la discriminación y a la desigualdad en prácticamente cada esfera de la vida. 




			Entonces ¿qué hacer con lo ocurrido durante el 2011? Buscar respuestas puntuales a cada caso podría ser una forma de enfocar el problema, en particular si se trata de encontrar errores de manejo de las autoridades que, en aquel entonces, se sucedían con persistencia y una cierta vocación. Pero achacarle la responsabilidad por la totalidad del fenómeno a errores del gobierno o en general a aspectos puntuales asociados a cada manifestación parece ser superficial. Necesitamos una explicación global después de la cual uno pueda entender los errores y particularidades como agravantes. 




			Nuestra respuesta entonces articula una narrativa en la cual esos hechos puedan ser integrados de modo verosímil. Este tipo de articulación cumple la función crucial de transformar la negatividad de la manifestación directa del pueblo en la calle —directa en tanto no es mediada institucionalmente— en un proyecto político posible. Dicho de otro modo, trataremos de identificar lo que está detrás de las manifestaciones del año 2011, proporcionar una explicación de qué es aquello en contra de lo cual esas manifestaciones se alzaron, y proponer un programa de acción que ilumine la actual disputa por la hegemonía sobre las fronteras de lo público. 




			Una forma alternativa de plantear lo mismo es decir que la expresión del descontento es el rechazo a ciertas características centrales de lo que podría denominarse el «consenso de la transición». Se trataría de una reacción social que, en cuanto a su contenido, es la misma que se encuentra hoy detrás de quienes, habiendo sido partícipes directos o partidarios de la Concertación durante sus veinte años en el gobierno, entienden que lo que ha de guiar un proyecto político de centroizquierda en el futuro necesita introducir considerables diferencias con lo que se hizo durante esos veinte años. Esta posición es hoy asumida tanto por quienes creen que lo hecho es algo por lo cual los partidos de la Concertación pueden estar hoy legítimamente orgullosos, como por quienes estiman que en demasiadas ocasiones la Concertación se limitó a administrar un «modelo» heredado de la dictadura.  




			El sentido de este libro no es dirimir la disputa entre ambos grupos (una reactualización, en tono más iracundo, del debate entre quienes en la década de los noventa fueron llamados «flagelantes» y «complacientes»), sino que buscar en su historia común los recursos que nos permitan mirar hacia el futuro con el fin de intervenir en él. 




			La articulación que proponemos está formada por ideas y por una visión sobre cuál es el futuro hacia el que queremos que nuestra acción actual nos conduzca. Idealmente, dicha articulación vincularía no solo las manifestaciones entre sí, sino que también esas manifestaciones con ideas y posiciones políticas más amplias, volviéndolas reconocibles para el discurso político dominante. Al hacerlo no se pretende «colonizar» el movimiento de 2011, como si se tratara de domesticarlo por la vía de imponerle una plantilla ideológica. Muy por el contrario: a lo que aspiramos es a abrir un espacio en el discurso político del centro y de la izquierda en Chile, con el fin de influir en las fuerzas que allí habitan. 




			Dicho en síntesis: pretendemos interpretar las movilizaciones sociales de 2011 adjudicándoles significados, intereses y un proyecto, lo que equivale a ponerlas en condiciones para el debate público y la acción política. Intentaremos esto aun cuando ello implique correr el riesgo de deformarlas. Creemos sin embargo haber evitado ese riesgo, pero en eso la última palabra por supuesto no es nuestra. 




			Elaborar con más detalle este diagnóstico y ofrecer un proyecto político alternativo al actual, que sea viable en identificar una salida a lo que vemos es una situación de creciente conflictividad futura en Chile, es el sentido profundo de El otro modelo.  




			

	    


	 	

	    

            



			 






			PRIMERA PARTE: 




			Devaluación de la ciudadanía y  




			privatización de lo público 
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			EL «MODELO» CHILENO 




			



			 






			Tres dimensiones del modelo chileno




			



			 






			Lo que aquí llamaremos el modelo es un concepto que ha aparecido reiteradamente en la discusión pública, especialmente durante el último año. Como suele ocurrir con los conceptos políticos, su contenido no es suficientemente preciso. Conviene, entonces, detenerse preliminarmente en una caracterización rápida de sus aspectos centrales. Aunque su contenido es controvertido y polémico, creemos que puede ser identificado con suficiente nitidez si nos detenemos en sus aspectos constitucionales, políticos y económicos.  




			



			 






			EL MODELO CONSTITUCIONAL 




			



			 






			El modelo chileno en su dimensión constitucional es una estructura deliberadamente diseñada por los ideólogos de la dictadura para poner el núcleo del proyecto político de Augusto Pinochet a salvo de la política democrática, neutralizando la posibilidad transformadora que esta implica.  




			Esta estructura descansa fundamentalmente en tres mecanismos. En primer lugar, en reglas que exigen supermayorías en el Congreso para reformar la legislación que contiene los elementos centrales de ese programa; en segundo lugar, en un sistema electoral que hace casi imposible alcanzar esas supermayorías en elecciones populares, lo que le otorga a los herederos de Pinochet un poder especial de veto, debidamente disfrazado en legitimidad popular; y en tercer lugar, para el caso excepcional de que las dos primeras salvaguardas no fueren eficaces, un sistema de control de constitucionalidad de las leyes —el Tribunal Constitucional— que normalmente ha operado como otro poder de veto, es decir, como una protección adicional del statu quo heredado.  




			Cualquiera fuera el sustrato ideológico de la Constitución, sobre el cual volveremos más adelante, estos mecanismos aparecen como un candado institucional que no se condice con la fluidez natural de la sociedad ni con las exigencias fundamentales de la tradición democrática.  




			Estas reglas constitucionales, y otras más brutales que han sido eliminadas en sucesivos procesos de reforma constitucional desde 1989, fueron elaboradas a puertas cerradas durante la dictadura por un grupo de juristas liderados por Jaime Guzmán. Su argumento público fue que el período anterior a 1973 había sido una era marcada por la demagogia y la irracionalidad, lo que no podía repetirse. Ellos creían que esa demagogia e irracionalidad era consecuencia (entre otras cosas) del sufragio popular. De hecho, el actual presidente del Tribunal Constitucional, Raúl Bertelsen, insistió una y otra vez, mientras integraba la comisión redactora de la Constitución de 1980, en defender para la elección de presidente de la República «un sistema radicado en el Congreso, reforzado por delegados de las regiones, o que la elección la hiciera un cuerpo electoral restringido». 




			El argumento verdadero, sin embargo, era otro. Ellos se oponían al sufragio universal porque fue a través de él que programas políticos transformadores asumieron la conducción del Estado a partir de 1964. Sin embargo reconocían, a regañadientes, que el sufragio universal no podía ser eliminado. Su solución fue inventar un sistema que descansaba en un mecanismo que oscilaba entre la falacia y la mentira, un sistema en que parecía que las decisiones públicas dependían de decisiones tomadas por quienes habían sido democráticamente legitimados, aun cuando ello no fuera así. Jaime Guzmán expresó que el punto central de la nueva Constitución era que 




			



			 






			si llegan a gobernar los adversarios, se vean constreñidos a seguir una acción no tan distinta a la que uno mismo anhelaría, porque —valga la metáfora— el margen de alternativas que la cancha imponga de hecho a quienes juegan en ella, sea lo suficientemente reducido para hacer extremadamente difícil lo contrario. 




			



			 






			A confesión de parte, relevo de prueba. 




			



			 






			EL MODELO POLÍTICO 




			



			 






			En su dimensión política, el modelo chileno de las últimas dos décadas estuvo marcado por una cultura de los acuerdos, entendido este no como el libre y voluntario consenso entre sectores políticos que se encuentran en un plano de igualdad de poder (y por tanto de capacidad negociadora), sino que como el intento de la Concertación de obtener graciosas concesiones por parte de quienes, en virtud de los vetos ya mencionados, siempre estaban en posición de negarse, de modo que la decisión tomada al amparo del régimen de Pinochet mantuviera su vigencia. En tal sentido, en esta cultura hecha de vetos y reflejos condicionados destinados a concordar en algún mínimo común, había mucho de negociación desequilibrada entre partes desiguales, poco de acuerdos racionales y nada de deliberación (ni pública, ni privada), cuyo resultado era disfrazar lo negociado presentándolo como el bien común.  




			Este contexto hizo que en los hechos fuera cada vez más difícil distinguir el ideario de la Concertación del de la derecha, porque aquella se acostumbró a intentar solamente las reformas para las cuales pudiera asegurar los votos de esta en el Congreso. Como en el Congreso operaban los vetos ya referidos, esto significó que las reformas que se proponían solo estaban en la línea del «modelo». Ejemplos de esto fueron la suerte que durante el gobierno de Ricardo Lagos corrió el fondo solidario del AUGE y en el gobierno de Michelle Bachelet iniciativas tan importantes como el fortalecimiento de la educación pública, la reforma tributaria y laboral o la forma específica que tomó el diseño del Transantiago. 




			Los ejemplos elegidos sirven para revelar que lo que estamos identificando ahora no es solo una cancha estructurada de forma tramposa, porque eso no llega al fondo del problema («siempre supimos lo que debíamos hacer, pero la derecha tenía veto»). En los últimos tres casos mencionados las iniciativas respectivas se perdieron no en el Congreso enfrentados al veto de la derecha, sino en el propio gobierno, ante la oposición interna.  




			¿No muestra esto que la estructura de vetos era irrelevante, ya que las decisiones, en perjuicio de reformas transformadoras, se tomaban desde el interior del gobierno? La respuesta es negativa, y por eso es importante distinguir esta dimensión política de la dimensión constitucional ya mencionada.  




			La consecuencia del entramado constitucional de Guzmán no se limitó a dar a la derecha un poder de veto, sino que se proyectó al interior de la Concertación. En efecto, en toda coalición política como la Concertación habrá posiciones que buscan llevar adelante una agenda transformadora y también quienes teman hacerlo para no poner en riesgo lo logrado. La visión retrospectiva que el arribo del gobierno de Piñera permitió sobre los gobiernos de la Concertación, hace que hoy sea evidente que demasiadas veces la visión que triunfó fue la conservadora y demasiadas pocas veces primó la transformadora. La pregunta entonces es por qué cada vez que fue importante fueron los conservadores al interior de la Concertación los que ganaron. Y para responder esta pregunta no puede ignorarse el hecho de que los conservadores, con su estrategia de intentar solo lo que tenía posibilidades concretas de éxito, es decir, de intentar lo que sería aprobado por la derecha, podían apuntar al régimen constitucional, que hacía fútil intentar reformas más audaces. 




			



			 






			EL MODELO ECONÓMICO-SOCIAL 




			



			 






			Por último, en el plano económico-social el modelo se caracterizó por la entronización del mercado como único asignador de los recursos productivos y la entrega al mismo de la gestión de buena parte de los servicios públicos de salud, educación, transporte, cárceles, entre otros, con el argumento de «soluciones privadas para problemas públicos»; la supeditación del problema de la desigualdad al de la superación de la pobreza y el desprecio por los problemas distributivos; el rechazo de las políticas universalistas no contributivas; y una fuerte desconfianza hacia la sindicalización, la huelga, la negociación colectiva y, en general, a lo que fortaleciera la capacidad negociadora de los trabajadores. 




			La enorme penetración cultural del modelo neoliberal en el plano económico-social eventualmente llevó, como hemos visto, a que incluso la Concertación llegara a la peculiar conclusión de que era inadecuado introducir empresas públicas para proveer transporte público (lo que incluso en países como Estados Unidos es considerado como algo natural). Esto derivó en el absurdo de que la principal tarea de un ministro de Estado fuera la pesadilla regulatoria de negociar y renegociar contratos con las empresas ganadoras de las licitaciones de recorridos a medida que el diseño original del Transantiago mostró sus falencias y los contratos originales, sus limitaciones. 




			Otro ejemplo de la radicalidad del modelo económico-social chileno fue la decisión de uno de los gobiernos de la Concertación de entregar el control de cárceles a empresas privadas, la que fue revertida por el gobierno de Piñera ante las condiciones carcelarias infrahumanas generadas por este nuevo caso de «soluciones privadas para problemas públicos».  




			Así, promediando la década pasada, el Chile de la Concertación se encontraba paradójicamente en el extremo neoliberal del péndulo ideológico, en una suerte de sobrerreacción respecto del desprecio por el mercado que exhibió buena parte de la cultura política nacional hasta 1973. Ello explica que, incluso una revista claramente liberal, como The Economist, comentara en 2012: 




			



			 






			En Chile, luego del incendio de San Miguel, el gobierno de derecha anunció un agresivo plan de reforma para mejorar las condiciones carcelarias, construir cuatro nuevas prisiones (a un costo de 410 millones de dólares), reclutar 5.000 gendarmes más, separar a los encarcelados de acuerdo a la gravedad de sus crímenes y reducir la demanda por prisiones mediante la posibilidad de que más condenados realicen servicios a la comunidad. El objetivo es reducir el hacinamiento penal de 60% a 15% para el año 2014. Un gobierno de centro-izquierda anterior se dirigió al sector privado para construir y manejar siete nuevas prisiones. Pero las nuevas cárceles anunciadas serán manejadas por el Estado. 




			



			 






			Nótese la ironía con que The Economist señala que haya sido un gobierno de derecha el que viniera a rectificar el desastroso impacto de que la Concertación haya extremado el argumento de las «soluciones privadas para los problemas públicos», llevándola a aplicarlo a esferas en donde lo natural es un rol del Estado. 




			Los ejemplos recién mencionados lo han sido solo para ejemplificar la fuerza con la que una versión especialmente radicalizada de neoliberalismo penetró culturalmente a la elite chilena, al tiempo que la población no lograba articular su malestar con un discurso hegemónico —que podemos denominar de «privatopía»— que fue sistemáticamente presentado como la única opción para un país como Chile.  




			A modo de recapitulación podemos decir que el llamado modelo político-constitucional y económico-social actualmente vigente en Chile es el fruto de la combinación de: 




			(a) Un diseño radicalmente neoliberal impuesto por la dictadura entre 1976 y 1990, al punto de que Chile se transformó en una suerte de laboratorio social y económico.   




			(b) Políticas de atenuación introducidas por la Concertación durante sus veinte años en el poder.  




			Hoy, estas políticas de atenuación se revelan como insuficientes, por lo que la pregunta por una visión que permita articular una alternativa es urgente.  




			



			 






			Las diferentes esferas del mismo problema




			



			 






			El modelo chileno vigente ha provocado que la ciudadanía se convierta en un concepto prácticamente formal, que carece de sustancia, lo que explica el escaso uso del término «ciudadano» (y su correlato, «pueblo») en un país como Chile, en el que se habla habitualmente de «persona» (y su correlato, «gente»). Si la noción de ciudadanía ha perdido sustancia y elocuencia, ello se debe a que la ciudadanía es la dimensión en la que nos entendemos como miembros de una misma comunidad política, de modo que nuestros intereses son comunes, que es precisamente lo que ha tendido a desvanecerse en nuestro país.  




			Existen pocas esferas en las cuales los chilenos nos entendemos como formando parte de un mismo proyecto, en el sentido de que lo que beneficia a uno nos beneficia a todos. Una expresión de ese proyecto común se expresa —con dramatismo— cuando se trata del cuidado de la salud. Es tolerable que alguien más acomodado pueda irse de vacaciones a algún exótico destino en el extranjero, mientras que a otros solo les alcance para viajar al litoral central. Pero no es lo mismo tolerar que diferencias de ingreso hagan una diferencia relevante en cuestiones de vida o muerte. No es lo mismo tolerar que el hijo de una persona acomodada sobreviva a una grave enfermedad porque su familia pudo sufragar los gastos de un tratamiento caro, mientras que el hijo de otra persona con la misma enfermedad y diagnóstico muera porque su familia no cuenta con los mismos recursos. Cuando ciertas esferas de la existencia humana (como la salud o la educación) quedan entregadas al individuo y a su familia, el sentido de vivir en comunidad se pierde y el malestar aparece. 




			No se trata de ofrecer una visión romántica, por supuesto. El núcleo de nuestro argumento no es moral, ni menos consiste en predicar algo parecido a un amor por el Estado o por lo público, ni tampoco pensar que de lo que se trata es de negar los intereses individuales en una identificación orgánica del interés común. De lo que se trata es de indicar el modo en que la idea de interés común (o interés general) ha sido sistemáticamente negada, a diario y en innumerables situaciones de la vida cotidiana, y cómo ella podría volver a manifestarse políticamente.  




			Lo que nos guía, en otras palabras, es rescatar a la política de la lógica de mercado en el sentido de rescatar esa dimensión de la vida social, caracterizada por la comunidad de intereses, de aquella esfera en la que cada uno persigue sus intereses individuales. No se trata de negar el interés individual, y esto será necesario decirlo varias veces, porque es una de las objeciones más predecibles y convencionales a nuestro argumento: se trata de entender que no vivimos solo como individuos, sino que también como ciudadanos, en una comunidad de origen y destino.  




			Veremos que la idea de rescatar lo político de la lógica de mercado en el sentido previo, opera en tres esferas distintas: la esfera propiamente política, la esfera social y la esfera económica.  




			Cada una de estas esferas está hoy estructurada por la idea neoliberal de que no existe el interés general; de que, como decía Margaret Thatcher, no existe tal cosa como la sociedad, sino que hay solo individuos. Esto implica, en la esfera política, que las instituciones se entienden como espacios de negociación, en una evidente analogía con el mercado, y las partes del conflicto político se relacionan como partes contratantes en el mercado. En la esfera social supone que la acción del Estado está dirigida a complementar el mercado, a integrar al mercado a quienes no pueden hacerlo solos, donde el mercado es el modo normal de interacción. En la esfera económica se da por sentado que la función del Estado se reduce a la creación de reglas imparciales de intercambio que permitan a cada agente económico perseguir sus intereses de una forma compatible con la persecución, por los demás, de los suyos.  




			En las tres esferas veremos cómo la afirmación del interés general produce una radical reorientación de lo que existe: en la esfera política, porque exige entender que los procedimientos de formación de la voluntad son procesos de discusión y decisión sobre el interés general, y no procesos de negociación en los que las voluntades individuales se sumen; en la esfera social, porque implica que el sentido de los derechos sociales no es permitir la integración al mercado de quienes no pueden integrarse solos, sino el de asumir colectivamente la satisfacción igual para todos de ciertas dimensiones cruciales del bienestar; en la esfera económica, porque la prevalencia de una política económica neutra en sus instrumentos no corrige las fallas de los mercados realmente existentes que impiden alcanzar el interés general. 




			En cada una de estas esferas esperamos poder mostrar, primero, que nuestro diagnóstico es correcto en cuanto a la identificación del problema: que el neoliberalismo defiende la noción de que no hay tal cosa como el interés general, salvo en lo que concierne al establecimiento de condiciones mínimas. Segundo, que esta indiferencia ante el interés general tiene una cierta lógica, que es necesario considerar, pero que es políticamente inaceptable en una sociedad moderna. Tercero, que la manera en que se da cuenta del interés general en cada una de estas esferas no es por la vía moralista de predicar a favor del interés de todos y contra el egoísmo, sino que requiere instituciones que hagan probable la identificación del interés general e improbable su captura por intereses particulares. Y cuarto, que es posible ensayar una caracterización general de esas instituciones, no (por supuesto) con la idea de ofrecer un plan de acción que pueda ser asumido llave-en-mano, sino para ilustrar el tipo de soluciones que a nuestro juicio son las que pueden hacer de nuestro país uno en que la noción de solidaridad no esté restringida a los terremotos y las inundaciones. 
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			OFRECER UNA ARTICULACIÓN 




			



			 






			Ofrecer una articulación, en el sentido en que usamos esta expresión en este libro, no se reduce a sintonizar en alguna medida con las demandas expresadas. Implica identificar su contenido más relevante, explicar en qué sentido se justifican, y conectarlas a algunas de las características centrales del modelo, de manera de mostrar que la demanda no es solo una reivindicación aislada y motivada por un interés particular, sino más bien una exigencia política que interesa a todos.  




			Una articulación es un intento de transformar el descontento en una fuerza que mira al futuro. La articulación que ofrecemos no pretende ser un ejercicio de pura racionalidad instrumental, como si todos estuviéramos de acuerdo en cuál es el fin y lo único que quedara pendiente fuera determinar los medios más eficaces. Dicho de otro modo, nuestro argumento se encuentra tan lejos como es posible estar de la cómoda lógica de quienes quieren reconquistar el poder repitiendo en voz baja el axioma «ganemos primero las elecciones y después vemos qué hacemos».  




			Esta ha sido la manera en que las discusiones políticas se han enfrentado en las últimas décadas, y por eso se ha hecho tan ubicua la apelación a los expertos, y tan excesivo el hiperrealismo de las elites políticas, desde el «gobernar en la medida de lo posible» hasta reformar allí donde el mercado lo permita, en virtud de un principio exagerado de prudencia y responsabilidad que aplasta las convicciones, sin dialogar con ellas.  




			



			 






			De medios y fines




			



			 






			La distinción entre medios y fines es en muchos contextos importante, pero exagerarla es el vicio de lo que se suele denostar como «tecnocracia». Políticamente hablando, los medios nunca son solo medios; no son simplemente caminos para llegar a los fines, de modo que habiendo llegado al fin poco importa el camino que se siguió. Digámoslo derechamente: son muy pocos los casos de medios en los que estos no son, o al menos no determinan, lo que es un fin.  




			Veamos los ejemplos de la educación provista con fines de lucro y de la representatividad democrática. 




			



			 






			EL CASO DE LA EDUCACIÓN Y EL LUCRO 




			



			 






			Durante 2011, la cuestión se ha planteado explícitamente: ¿es apropiado ofrecer educación con fines de lucro? Sectores de la derecha insisten en que la única dimensión relevante de esta pregunta es instrumental: solo importa si de ese modo se consigue mejor o peor educación. Pero esa óptica ignora que lo que entendemos por educación cambia si el fin de educar entra en conflicto con el fin de lucro. 




			Si la ley autoriza la prestación de educación con fines de lucro, eso quiere decir que el interés del sostenedor de retirar utilidades del establecimiento es declarado un interés legítimo. En consecuencia, es un interés al cual el sostenedor podrá apelar para tomar decisiones acerca de la marcha del establecimiento: cuánto invertir en infraestructura versus capacitación de los profesores, cómo se afectará la demanda si se aceptan estudiantes de mayor costo de atención debido a discapacidades, etc. Pero desde el punto de vista de los estudiantes (o sus padres, en su caso), el interés del sostenedor de obtener un buen retorno es un interés ajeno y muchas veces opuesto al de ellos: en lugar de capacitar a los profesores es más rentable mejorar la apariencia externa de los edificios. La legitimación por la ley del ánimo de lucro entonces pone a los intereses de sostenedores y estudiantes virtualmente en oposición: en el extremo, va en el interés del sostenedor invertir lo mínimo y retirar el máximo, y va en el interés de los estudiantes que el sostenedor invierta el máximo y retire el mínimo. En esta lógica, la educación deja de ser algo acometido por todos como una empresa común (la comunidad educativa), sino como un campo de conflicto en el cual cada uno (o cada grupo) deberá pujar para obtener mayor satisfacción de sus intereses. Como veremos una y otra vez, la pregunta no es si hay de hecho o no intereses comunes entre las partes involucradas, porque aisladamente puede haberlos. La pregunta es si la organización institucional de la educación hace más o menos probable que sus participantes construyan comunidad de intereses. 




			Esa es la razón por la que no basta organizar la persecución de intereses particulares por cada uno para lograr el interés general. Esto está en algún sentido reconocido por el hecho mismo de que la educación (escolar) es obligatoria, es decir, debe ser provista a toda persona de cierta edad con independencia de que ella o sus padres o quienes respondan por ella quieran que la reciba o no. La idea detrás de la obligatoriedad de la educación es que, tratándose de ella, la persona no necesariamente está en la mejor posición para juzgar su interés. Los padres, desde luego, no son expertos en educación, y usan como criterios para determinar su calidad lo que ellos pueden observar y evaluar, que no necesariamente es aquello de lo que verdaderamente depende la calidad de la educación provista. Pero el interés de un proveedor de educación con ánimo de lucro es responder a la demanda de mercado en los términos más parecidos posibles a los de esa demanda. Como lo que padres y estudiantes demandan es lo que ellos creen que está vinculado con la calidad de la educación, el proveedor con ánimo de lucro no tendrá interés en hacer lo que él cree que es necesario para dar una educación de calidad, sino proveer a padres y estudiantes de atributos valorados por estos (como infraestructura, buenas notas, resultados del SIMCE y la PSU). Previsiblemente, la respuesta a esta observación será el discurso habitual de que desconfiamos de que la gente pueda elegir bien y confiamos en vez en un burócrata. A esto hay que decir: en alguna medida esto es así. Hay muchas áreas en las cuales el supuesto subyacente es que las personas no están en buena condición para elegir. Otro caso paradigmático es la obligatoriedad de cotizar para la pensión. ¿O es que quien rechaza el argumento anterior, y dice «confiar» en la capacidad de elección de las personas, estaría por abolir la obligatoriedad de la educación básica y media o la libertad de cotización para pensión? ¿No es una forma de «desconfiar» de las decisiones de los padres el que la ley les imponga la obligación de educar a sus hijos? ¿No es desconfiar en las decisiones de adultos responsables imponerles la obligación de cotizar? 




			Otra objeción posible, también habitual, es que de alguna manera en un plazo suficientemente extendido el mercado se ajustará. Si el proveedor proporciona lo que corresponde a la demanda de mercado en los términos de esta, y esos términos resultan ser explicados por su espectacularidad y no por su vinculación con la calidad de la educación, se dice que eventualmente se hará transparente para los consumidores que lo que deben demandar es otra cosa, y la oferta se ajustará a esa mutación de la demanda. Supongamos que esto fuere así pero aceptemos que tal mutación no es instantánea. Lo que habría que decir entonces es que las generaciones intermedias debieron sufrir educación vistosa pero de mala calidad para que otras generaciones posteriores recibieran buena educación. Desde una óptica pública, esto no es aceptable. Los intereses de los estudiantes de hoy son tan importantes como los de los estudiantes de mañana, y pretender usar las vidas y posibilidades de realización de los estudiantes de hoy para producir información de mercado para los estudiantes de mañana es contrario al reconocimiento de igual dignidad que el Estado le debe a todos. 




			Un sistema educacional guiado por el lucro entra fácilmente en conflicto con la calidad de la educación, en particular con aspectos de dicha calidad que están menos relacionados con ganancias tangibles que los estudiantes podrían obtener a cambio del servicio que están comprando. Es en este sentido que los fines (la educación que queremos dar a todo ciudadano) se anticipan en los medios (si se ofrece con fines de lucro, si es privadamente financiada o no). 




			



			 






			EL CASO DE LA REPRESENTACIÓN DEMOCRÁTICA 




			



			 






			Un ejemplo más claro aún de esta vinculación entre medios y fines, que entonces paradójicamente impide una consideración puramente instrumental de los primeros, es el de la representación democrática. La acción parlamentaria, las elecciones de diputados y senadores, etc., no pueden ser entendidas solo como un medio o instrumento para producir buenas leyes, es decir, leyes que den cuenta de los intereses de todos. Si fuera así habría que comparar este mecanismo con otros alternativos, por ejemplo, la dictadura, y apelar a la evidencia empírica para mostrar que ese es el mejor medio posible. 




			¿Es razonable entender que las instituciones democráticas y las formas de la representación política son instrumentos para lograr buenas decisiones? La respuesta es probablemente mixta. En parte hay consideraciones instrumentales cuando se trata de elegir sistemas electorales, o la configuración precisa de las instituciones. Pero es claro que esta óptica no puede ser la única relevante. Así, la defensa del sufragio universal tiene que ver con lo que el sufragio significa en términos de la idea democrática, mucho más que sus consecuencias. De este modo, este ejemplo provee probablemente la mejor ilustración de lo que intentamos afirmar aquí: que los medios (el régimen democrático con sus instituciones, mecanismos y principios) y los fines (la producción de decisiones que tomen en cuenta los intereses de todos) se mezclan, en el sentido en que el fin se anticipa en los medios. 




			



			 






			El proyecto político




			



			 






			La primera condición de lo que llamamos una «articulación» es que se presente como una interpretación de lo que ocurrió en 2011, principalmente —aunque no únicamente— en las movilizaciones estudiantiles. Se trata de un proyecto que tiene que tener algo que decir sobre la educación, pero también sobre el rechazo a HidroAysén, sobre la indignación causada por los casos de abusos de tiendas masivas (como La Polar) y colusión entre empresas (como las farmacias), los reclamos de los habitantes de Aysén y Freirina, la desafección electoral y el resurgimiento del discurso antipartidos, etc. 




			Por supuesto, en rigor es posible que estas cuestiones no tengan relación alguna entre sí. Sin embargo, una articulación que es capaz convincentemente de presentarlas como unificadas por un «tema» común es mejor que una que recurre a explicaciones locales para cada una de ellas: esa es toda la diferencia entre estudios de casos que no guardan relación causal o significativa entre sí, e interpretaciones políticas que detectan una trama más profunda, en nuestro caso referida a la desigualdad, a la protección del medio ambiente, a la injusticia o a alguna combinación de historias particulares. 




			En efecto, explicar cada una de estas cuestiones en sus propios términos, sin conexión entre ellas, es una conclusión, por así decirlo, negativa: es la conclusión a la que habremos de llegar después de haber hecho el esfuerzo que haremos en este libro, si es que dicho esfuerzo es infructuoso. Entonces, y solo entonces, podríamos decir que entre HidroAysén, el desencanto con los políticos, las movilizaciones estudiantiles o las protestas por los abusos de La Polar no hay una trama ni ellos constituyen una narración, y que entonces se trata de episodios separados e inconexos. Nosotros estamos convencidos de que este no es el caso, de que hay un hilo común que los vincula a todos y a partir del cual es posible construir un proyecto político.  
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			DEVALUACIÓN DE LA CIUDADANÍA Y  




			PRIVATIZACIÓN DE LO PÚBLICO 




			



			 






			El 2011 fue el año en que hizo explosión la constatación de que nuestra ciudadanía se reduce prácticamente a una dimensión formal, sin contenido. Por supuesto, una vez que esa idea se ha manifestado con la intensidad con la que se manifestó en 2011 uno puede volver la vista atrás y notar que no es algo que se reduzca a las manifestaciones de ese año, sino que venía expresándose desde mucho antes, de diversas formas. Pero es solo desde 2011 que ya no puede ser ignorado. Para entender en qué sentido está degradada la noción de ciudadanía, corresponde entonces detenerse en ella. No se trata de filosofar, sino de fundar nuestro planteamiento en la vida concreta de la comunidad política chilena y buscar los principios de acción política que necesitamos. 




			La expresión «ciudadano» hoy se usa para identificar a organizaciones no gubernamentales o movimientos sociales que actúan políticamente sin mediación institucional. No es ese el sentido en el que usamos aquí la expresión.  




			Ser ciudadano es ser miembro de una comunidad organizada, es decir, una comunidad política. Que uno sea miembro de la comunidad política quiere decir que uno asume un cierto grado de responsabilidad por todos y, recíprocamente, todos asumen algo de responsabilidad por uno.  




			Así, cuando el ciudadano vota, asume su responsabilidad de contribuir, junto con sus demás conciudadanos, a formar una voluntad que contará como la voluntad de todos. Cuando me presento ante otros en tanto ciudadano, entonces me manifiesto como una persona que tiene responsabilidades por todos (como en el voto) y por la que todos tienen responsabilidades.  




			Por supuesto, esto no significa que las responsabilidades individuales desaparezcan. Aquí, de hecho, estamos usando la expresión «responsabilidad» no en el sentido de un posible cobro (como por ejemplo: «X es responsable del choque, debe pagar los daños»), sino en el que ser responsable es estar al cuidado de algo (como por ejemplo: «el vigía es responsable de dar la voz de alarma»).  




			



			 






			Utopismo versus realismo político




			



			 






			La descripción anterior puede parecer ingenua al imputarles a ciudadanos el hecho de que realmente existen niveles irreales de virtud cívica. Los ciudadanos pueden tener comportamientos electorales abstencionistas, manifestar desinterés por la política, discutir escasamente en sus conversaciones sobre asuntos públicos, y así sucesivamente. Dado que este problema aparecerá varias veces a lo largo del libro, es necesario dar una respuesta genérica a la tensión entre utopismo y realismo político, en relación con lo que se espera del ciudadano. 




			La caracterización del ciudadano contenida en la sección anterior no pretende ser una descripción de cómo son esos ciudadanos que realmente existen, ni menos negar que muchas veces actuamos no como ciudadanos, sino como individuos o personas privadas que persiguen su interés particular. Tampoco pretende juzgar a quienes actúan de esta manera, porque este libro no es moralista, ni menos pretende predicar la virtud.  




			Precisamente porque el concepto de ciudadano parece exigir un nivel de virtud según el cual es irreal esperar de individuos que viven en condiciones materiales de vida marcadas por la estrechez y a menudo por la escasez de tiempo y de recursos, la pregunta que cabe entonces formular es cómo la política, que supone una idea de ciudadanía de esta envergadura, es posible.  




			El neoliberal responde que tal nivel de exigencia no es posible y, en ausencia de una genuina preocupación por la situación de los otros que genere un verdadero sentido de responsabilidad mutua, redefine la política como formas de negociación conducidas por individuos autointeresados. Esta respuesta es demasiado rápida e ignora el hecho de que la manera en que nos entendemos y entendemos a los demás está profundamente influida por la manera en que vivimos. Y la manera en que vivimos está afectada considerablemente por las instituciones bajo las cuales debemos vivir. Antes de aceptar esta conclusión, entonces, debemos enfrentar el problema desde la perspectiva institucional.  




			Las instituciones políticas son maneras de crear condiciones en las cuales la acción ciudadana (y no autointeresada) se hace probable. Podríamos decir: las instituciones políticas son instituciones que, sin desconocer que cada individuo tiene intereses que mueven su acción, pretenden crear condiciones en las cuales el ciudadano se hace probable.  




			



			 






			UNA ANALOGÍA: LA IDEA DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 




			



			 






			Pensemos en la idea de transparencia y su relación con una administración pública virtuosa, es decir, una administración que actúa guiada por alguna noción de interés general, y en su antónimo, una administración corrupta.  




			La administración pública supone la noción de «funcionario público», que en otros países se denomina «servidor público». El funcionario o servidor público es una persona que, a pesar de tener intereses propios, entiende que su deber consiste en actuar ignorándolos y preocupándose solo del interés público. Dicho de este modo, la misma objeción de ingenuidad y de exigencia desmedida de virtud podría formularse aquí. Pero la idea de funcionario público no pretende describir cómo son los individuos que desempeñan esa función, sino identificar el conjunto de expectativas vinculadas al cargo público.  




			Después de haber identificado estas expectativas, notaremos que, en el mundo real, esperar que los individuos que se desempeñan en esos cargos ignoren espontáneamente sus intereses particulares y actúen solo en función del interés público es… ingenuo. Pero esta constatación no implica abandonar la expectativa, sino preguntarse cómo deben organizarse los organismos del Estado para que eso que es improbable (que el funcionario público actúe solo como funcionario público cuando ejerce el cargo, es decir, ignorando su interés individual) se haga probable. 




			Aquí el argumento tradicional acerca del principio de transparencia muestra su sentido: en la medida en que los organismos del Estado se encuentren sometidos a un principio de transparencia, es más probable que ellos actúen en la consecución del interés público, y no del interés privado de quienes ocupan cargos en ellos. El principio de transparencia es una manera de hacer probable algo que es improbable. Si la pregunta es por qué ha de haber transparencia, la respuesta es precisamente que ella es una condición que hace probable la administración pública virtuosa. Y si la pregunta es por qué una administración pública virtuosa necesita ser «hecha probable» mediante un principio de transparencia, la respuesta es que... es ingenuo esperar de los funcionarios públicos que ignoren su interés privado solo porque hay una norma que dispone que deben actuar con probidad.  




			La acusación inicial de ingenuidad, entonces, se revela no como una objeción, sino precisamente como el punto en el que la pregunta se hace institucional: dado que el funcionario público virtuoso es improbable, ¿cómo hacerlo probable? ¿Cómo organizar las instituciones para que eso que es poco probable devenga probable? 




			Habiendo aclarado que la solución al dilema entre utopismo y realismo político pasa por el contexto institucional en el que los ciudadanos se desenvuelven, volvamos a ellos. 




			



			 






			EL DISCURSO POLÍTICO Y EL INTERÉS GENERAL 




			



			 






			La política es ocupación de ciudadanos. Con esto no estamos diciendo que hoy lo que es normalmente denominado «política» es algo en lo que participan individuos orientados solamente por el interés general (eso sería ingenuo), sino que el estándar bajo el cual la actividad política se desarrolla es el del interés general. Esto llega al punto de que incluso el que actúa en defensa de su interés particular debe apelar, si lo hace políticamente, al interés general. Por consiguiente, el supuesto básico de lo político es que hay un interés que es común a todos, que hay algo que puede ser llamado «interés general» (o «bien común»). La discusión política no se entiende a sí misma como una discusión sobre cómo puedo yo ganar algo, sino cómo ganamos todos.  




			Como en el caso del funcionario público y el interés general, esto no pretende describir cómo es en los hechos el discurso político sino cuál es el estándar que es interno a él: un discurso político que no apele a una potencial ganancia para todos no es un discurso político. Es una presión fáctica. 




			Es esta función del interés común lo que diferencia más radicalmente la deliberación política de la interacción de mercado. La característica esencial de la deliberación política es que reclama perseguir el interés común y por lo mismo tiene un estándar interno de refutación: cualquier acción política que no persiga o no aparezca persiguiendo el interés común está condenada al fracaso. Es este estándar el que está ausente de las negociaciones comerciales, porque se entiende que, en este caso, cada parte intenta maximizar sus propios intereses. De esto se sigue que entender lo político como pura negociación de partes que buscan maximizar sus intereses particulares corrompe el espíritu de la política. Veamos una ilustración de este problema analizando cómo operó esto en Chile. 




			Para poner fin a la dictadura, la Concertación decidió no impugnar la totalidad del régimen político-institucional impuesto, sino más bien cambiar la institucionalidad desde adentro, políticamente. Es decir, sobre la base de la construcción de una cierta visión del interés general, la Concertación aspiró a conseguir las mayorías electorales que le permitieren hacer los cambios coherentes con dicha visión. Como veremos, sin embargo, ello era en extremo difícil, dadas las trampas del régimen político-constitucional vigente. 




			En ese contexto, pasaron dos cosas. En la Concertación aparecieron como vencedores aquellos con menor hostilidad al modelo neoliberal, aquellos que naturalmente eran capaces de proponer reformas con viabilidad política, es decir, que pudieran ser aprobadas por la derecha si era necesario. Como veremos más adelante, en los temas sustanciales ello era efectivamente necesario dadas las supermayorías requeridas. En su intento explícito por tener gobiernos exitosos que avanzaran, en particular en los años que siguieron al año 2000, se prefirió aprobar ciertas reformas (por ejemplo, el AUGE sin fondo solidario o la propia Reforma Constitucional sin reforma al binominal) a no avanzar. Esta estrategia evidentemente permite una lectura acomodaticia respecto de con cuánta convicción los sucesivos gobiernos buscaban los cambios que proclamaban, y fue instalando lentamente en la ciudadanía la sospecha de cierta agenda paralela de algunos dirigentes concertacionistas. 




			Por su parte, la derecha trató de frenar los intentos de reforma sustancial al régimen político, social y económico, haciendo referencia a una cierta visión del interés general (por ejemplo, que el sistema electoral binominal es bueno porque genera condiciones de estabilidad) pero sin distinguir creíblemente que ello era también funcional a sus intereses políticos y económicos. Esto último es lo que ha quedado más claro en los años que ha gobernado el presidente Piñera. 




			En la práctica, la relación política en el Chile de los últimos veinte años ha sido una de negociación (entre esa Concertación pro interés general pero crecientemente menos hostil al modelo y una derecha exitosa en su freno a los intentos de reforma sustancial sin negar todo tipo de reformas) más que de deliberación (en la cual ambas coaliciones persiguen sin ambigüedad su visión particular del interés general). Así, es la actividad política la que ha resultado damnificada, porque se ha privatizado en el sentido que hemos señalado. 




			Un caso que puede resultar polémico, pero que a pesar de esto ilustra el punto espléndidamente, es la reacción que provocó, cuando se hizo público, el hecho de que Pinochet tenía millones de dólares en cuentas extranjeras. Esta revelación llevó a muchos partidarios de Pinochet a reconsiderar su apoyo. Lo interesante es que esto ocurrió mucho tiempo después de que las acusaciones por violaciones a los derechos humanos hubiesen sido públicamente aceptadas por todos o casi todos. ¿Qué es lo que puede decirse acerca de quienes no dejaron de apoyar a Pinochet cuando se vieron forzados a reconocer que las violaciones a los derechos humanos no eran, después de todo, una campaña del «comunismo internacional», pero dejaron de apoyarlo cuando se convencieron de que usó su cargo público para enriquecerse? Muchos en la izquierda se escandalizaron de esto, reclamando que con eso ellos mostraban que les parecía más grave robar que asesinar o torturar. Una explicación más plausible es lo que estamos tratando de identificar en esta sección: las violaciones a los derechos humanos fueron, a juicio de los partidarios de Pinochet, algo necesario para salvar la patria (esto es a nuestro juicio inaceptable, pero ahora no estamos tratando de determinar qué es correcto, sino de entender su reacción). Cuando la acusación era la de violar derechos humanos, ella podía ser entendida como la acusación de ejercer el poder político de modos objetables pero para un fin (en sus términos, que ciertamente no hacemos nuestros) de interés común. Esto es precisamente lo que no pudo decirse cuando se trataba de acumular millones de dólares en cuentas privadas. Aunque uno podría decir que moralmente la acusación de detener, asesinar y torturar es claramente más grave que la de robar, políticamente hablando la segunda es en este caso más grave, porque descalifica al que lo hace como agente político. Eso, a nuestro juicio, explica la reacción de algunos sectores del pinochetismo. 




			Es posible recordar aquí dos casos menos dramáticos que también ilustran el punto. Cuando en julio de 2009 el gobierno necesitaba votos para aprobar un proyecto de ley de financiamiento del Transantiago, uno de los senadores por Magallanes, Carlos Bianchi, condicionó su voto a que el gobierno aprobara ciertas medidas a favor de los pensionados de esa región. Durante la discusión de la ley de presupuesto 2012, el gobierno obtuvo el voto del diputado René Alinco ofreciéndole, según reportes de prensa y su propia admisión, un programa de becas para los residentes de su región. En ambos casos se trató de un ejercicio impropio de las facultades parlamentarias. El deber de los parlamentarios es votar por los proyectos que a su juicio vayan en el interés de todos, no favorecer a grupos determinados. Un interés particular no deja de ser particular por estar geográficamente caracterizado. 




			No se trata de negar que los parlamentarios de hecho favorezcan a los votantes de sus distritos. Es la publicidad de sus actuaciones, su transparencia, la que resulta paradójicamente problemática. Si un funcionario público usa su cargo para obtener beneficios particulares, lo hará secretamente. Que lo haga secretamente es su reconocimiento de que lo que está haciendo es un ejercicio impropio de su función. En este sentido, el secreto con que realiza su acción impropia es una demostración de que incluso el funcionario corrupto reconoce la expectativa que su acción infringe. Por eso Montaigne decía que «la hipocresía es el tributo que el vicio rinde a la virtud». Es un tributo (en el sentido de reconocimiento) porque el ocultamiento es lo que corresponde a una acción viciosa que se sabe viciosa. ¿Qué diríamos de un funcionario público que usa su cargo en su beneficio jactándose públicamente de ello? ¿Qué tendríamos que concluir si ante este espectáculo nadie dijera que está actuando impropiamente? La respuesta es clara: en la medida en que su acción corrupta es pública, lo que pretende es que en realidad no es corrupta, que ella es legítima. Si a un acto de corrupción públicamente admitido no le sigue alguna reacción adversa, las expectativas que definen el cargo comienzan a ser modificadas. Por eso fue importante que, después de que el voto del diputado Alinco permitiera aprobar el presupuesto de 2012, se generara una discusión sobre si lo que había hecho calificaba como cohecho.  




			Por último, recordará el lector que en la segunda mitad de 2011, durante las manifestaciones estudiantiles, el gobierno invitó a los estudiantes a negociar. Una idea que fue repetida una y otra vez en los días anteriores a esas reuniones fue que los estudiantes no podían aspirar a todo, y que debían satisfacerse con obtener algo («los estudiantes no pueden pretender», dijo el vocero y repitió prácticamente cada funcionario que opinó sobre el tema, «que es todo lo que piden o entonces nada»). Esto es también no entender la dinámica de la discusión política. Cuando un grupo como los estudiantes formula una demanda política, lo hace alegando que es una demanda de justicia. No puede pretenderse que el que realiza una demanda de justicia debe aceptar de entrada que por el solo hecho de que haya alguien que no la acepta, se tenga que dar algo a cambio. La gramática de la discusión política es distinta: uno dirá que su reclamo es justo, el otro intentará mostrar que es injusto, y la discusión será no sobre quién tiene más poder negociador, sino cuál de las dos posiciones es la que va en el interés general. Por supuesto, cuando sea el momento de decidir habrá que negociar, pero esta necesidad de negociar impuesta por las circunstancias no puede transformarse en una expectativa, en un deber de las partes de no reclamar lo que ellas creen que es justo. 




			



			 






			LA NEGOCIACIÓN COMO FORMA DE INTERACCIÓN EN EL MERCADO 




			



			 






			El mercado es una forma de interacción entre sujetos cuyo interés común es la realización de la transacción que coyunturalmente los pone en contacto. Dicho interés, como decía Adam Smith al referirse al del carnicero cuando vende carne, no es tanto un interés por el otro, sino uno propio para el cual el otro aparece como un instrumento. En este sentido en el contrato hay, más que un interés común, la concurrencia de dos intereses particulares. 




			En función de la forma de cómo se haga esta transacción (en un almacén en el cual conozco y aprecio al vendedor o en el impersonal local de un supermercado), el interés instrumental en el otro puede ser además de muy corto plazo. Es decir, es posible que el interés en el otro se desvanezca inmediatamente después de la transacción (en el supermercado) o perdure en virtud de una relación establecida con el vendedor (en el almacén). Es importante notar, sin embargo, que esos vínculos ajenos al contrato entre partes (amistad, respeto, etc.) son problemáticos desde la óptica de la racionalidad de mercado (son una especie particular de un género denominado por los economistas «costos de transacción». 




			En el mercado, negociar y contratar son la forma civilizada de interacción dado que la otra forma concebible sería la violencia, es decir, la afirmación del interés del que tiene más fuerza, pasando si es necesario por encima del otro. En la interacción de mercado el comprador quiere un bien, mercancía o servicio lo más barato posible, mientras el vendedor quiere venderlo lo más caro posible. Cada peso que en la negociación el comprador logra restar es su triunfo personal, y cada peso que el vendedor logra sumar es su victoria particular. El punto que estamos haciendo no se refiere a la amplitud del interés ni a su horizonte temporal, sino a su tipo. Así, es posible que un empresario contrate a un trabajador bajo condiciones superiores a las que ofrece la competencia, porque entiende, por ejemplo, que si el trabajador se siente mejor tratado de lo que podría estar en otro lugar, sentirá más lealtad con la empresa y entonces será más productivo. ¿Podemos decir que en este caso el empleador actúa motivado por el interés del trabajador? No, porque lo que lo mueve es su interés de que sus trabajadores tengan la mayor productividad posible. Lo que ocurre es que este empresario ha sido más perspicaz que los demás para identificar su interés, y por eso será, ceteris paribus, más exitoso. Esto quiere decir que con el tiempo los empleadores que eventualmente no ofrezcan estas condiciones serán desplazados del mercado por los que sí las ofrezcan, alcanzándose así un nuevo equilibrio. Si el empresario estuviera dispuesto a mejorar la situación de su trabajador en atención al interés de este, debería estar dispuesto a mejorar sus condiciones incluso cuando eso no mejorara su productividad. Y si lo hace, será desplazado del mercado por otro que está dispuesto a mejorar las condiciones de sus trabajadores pero solo hasta el punto en que el incremento de productividad causado por la mayor lealtad compense el gasto en mejores condiciones. Es por esto que, por ejemplo, si el directorio de una sociedad anónima acordara pagarle a uno de sus proveedores un precio superior al de mercado porque de ese modo el proveedor podría pagarle mejor a sus trabajadores y de ese modo sus trabajadores podrían vivir mejor, ese directorio estaría violando la ley, que le obliga a no pagar sobre el precio de mercado. No estamos haciendo predicciones ni hipótesis sobre lo que individuos particulares harán en un caso específico. Estamos tratando de caracterizar una relación típica cuando ella asume la forma contractual en el mercado.  




			



			 






			DOS FORMAS PROTOTÍPICAS DE INTERACCIÓN SOCIAL 




			



			 






			Conforme a lo anterior, entonces, es posible distinguir dos formas básicas de interacción social: la argumentación (o discusión o deliberación), caracterizada por la expectativa de cada parte de que la otra está buscando con la primera un interés común, y la negociación, caracterizada por la expectativa de cada parte de que la otra busca maximizar su interés individual.  




			En la argumentación, las partes actúan bajo la expectativa de que ambas están buscando lo que es mejor para la colectividad (el interés general) desde la perspectiva de cada una de ellas, que puede coincidir o no con sus posiciones iniciales (de hecho, si hay discusión, normalmente no serán coincidentes, al menos inicialmente); en la negociación, lo que las partes buscan es avanzar hacia sus propios intereses. 




			La negociación entonces es una interacción estratégica, en el sentido de que lo que importa a cada uno es obtener lo que busca. Y las razones (poder, placer, lucro, sentimiento de superioridad, reconocimiento, entre otros) por las que lo obtiene son irrelevantes. Por eso es que las formas de acción manipulativas (amenazar, adular, suplicar, fingir, entre otras) son en principio estrategias legítimas de negociación, y su validez en concreto dependerá de las circunstancias: un buen negociador sabrá cuándo adular al otro, cuándo es preferible amenazarlo, suplicarle o blufear, intentar conmoverlo, etc., para que de ese modo el otro consienta en hacer lo que él quiere. 




			Recuérdese el caso de la renuncia del presidente de Renovación Nacional, Carlos Larraín, a su cargo en diciembre de 2012. La decisión fue criticada inmediatamente por ser una renuncia «con elástico», lo que en unas cuantas horas probó ser efectivo. Pero ¿por qué es criticable una renuncia con elástico? ¿No es perfectamente razonable renunciar para obtener algo y retirar la renuncia si uno lo obtiene? No lo es, y por eso Carlos Larraín insiste hasta el día de hoy (sin tener en esto mayor credibilidad) que no fue «con elástico». La razón que explica lo objetable de una renuncia con elástico es que al hacerlo el funcionario está diciendo que ya no puede desempeñar su cargo, pero al tirar del elástico está demostrando que eso no era así. Las renuncias con elástico no son problemáticas en el mundo privado, pero sí en la política, porque esta es una acción manipulativa. En la negociación, propia del mercado, la manipulación no infringe expectativas institucionalmente reconocidas, mientras que en la política sí lo hace. 




			En una deliberación no tiene sentido actuar manipulativamente. En la medida en que ambas partes están discutiendo, a ambas las guía el interés de determinar qué es lo justo, lo correcto o lo verdadero. Y si ese es el sentido, entonces sería fútil usar estrategias manipulativas.  




			Es especialmente importante enfatizar lo que el argumento anterior muestra tanto como lo que no muestra. Señala que deliberar no es lo mismo que negociar, y que en la medida en que dos partes están discutiendo genuinamente no hay espacio para la manipulación; señala adicionalmente que nada hay de problemático con la manipulación cuando dos partes están negociando. 




			El argumento no pretende mostrar lo que las personas efectivamente hacen, sino lo que estamos haciendo es describir las formas prototípicas de interacción, porque nos interesa saber cuál es la forma que corresponde para juzgar la relación política. La importancia de estas formas prototípicas yace en que ellas implican un conjunto de expectativas, y esas expectativas dan estructura a la relación porque definen cuándo ella es exitosa o fracasa. 




			Considérese, por ejemplo, el caso de dos personas que han llegado, después de una negociación, a un acuerdo y han cerrado el contrato. Después de hacerlo, una de las partes le dice a la otra que cuando, durante la negociación, le dijo que si no llegaban a acuerdo en sus términos no celebraría el contrato, no era verdad: estaba blufeando, y el otro no se dio cuenta, se creyó la amenaza y accedió a esos términos. Pero blufear no es una conducta que infrinja las expectativas de las partes negociadoras, por lo que la víctima del bluf no tiene queja salvo contra él mismo: le faltó habilidad para leer al otro. Imagínese ahora que dos miembros de un comité editorial de una revista científica están discutiendo sobre si un artículo presentado para su revisión debe ser publicado. Después de que uno ha logrado obtener la decisión que quería, le dice al otro que la razón por la que no quería que se publicara el artículo era porque el artículo era muy parecido a uno que él mismo estaba por publicar. El otro desde luego entendería que eso afecta el acuerdo al que llegaron, y estaría justificado en exigir que se revisara. Eso porque en la discusión la expectativa de las partes es que lo que cada uno está haciendo es defender una posición que es justa o correcta o verdadera, y no avanzando en sus intereses particulares. 




			Entonces ¿cuál es el conjunto de expectativas que los ciudadanos tienen en una relación política? Es claro que la expectativa es la que corresponde a una deliberación. Es posible, por ejemplo, que la Unión Demócrata Independiente se oponga a la modificación del sistema binominal porque va en contra de sus intereses (de hecho, la evidencia electoral así lo sugiere, puesto que con alrededor del 24 por ciento de los votos obtiene el 33 por ciento de los escaños en la Cámara de Diputados). Pero si invocara ese hecho para justificar su oposición infringiría las expectativas que definen lo político. Lo que en público tiene que decir es que está en contra de la modificación del sistema binominal porque ellos creen que ese sistema es bueno para Chile. O, para recordar un episodio que fue muy discutido en su momento, preguntémonos por qué fue tan criticada la afirmación de Salvador Allende a Regis Debray de que aceptar el estatuto de garantías constitucionales fue una acción táctica para obtener el voto democratacristiano. ¿Eran los que lo criticaban ingenuos? No, lo criticaban porque concurrir con el voto a una reforma constitucional por consideraciones estratégicas podrá ser algo que los agentes de hecho hacen, pero infringe las expectativas que tenemos sobre sus acciones cuando estas son acciones políticas. 




			



			 






			El neoliberalismo y la privatización de lo público




			



			 






			La reducción de la ciudadanía a una noción puramente formal, de intercambio y negociación en virtud de las restricciones constitucionales que mencionamos en el capítulo anterior, prácticamente sin contenido y crecientemente caracterizadas por imágenes y eslóganes, implica que la relevancia pública de la idea de interés común o general, que es el concepto por referencia al cual los ciudadanos pueden discutir, disminuye progresivamente. De este modo la discusión entre ciudadanos pasa a ser de modo cada vez más radical reemplazada por la negociación entre individuos. Desaparece el interés común y persisten los intereses individuales que deben ser sujeto de negociación y por lo tanto de alguna forma de pago.  




			Cuando la política misma pasa a entenderse a la manera de la interacción de mercado, es decir, como negociación entre individuos (o partes) que no tienen un interés común, el proceso que podríamos denominar «privatización de la política» está cerca de completarse, y la utopía neoliberal de un mundo sin política y solo con gestión «técnica» de las cosas, sin ciudadanos y solo con individuos, está por llegar. 




			



			 






			LA PRIVATIZACIÓN DE LA POLÍTICA 




			



			 






			El problema de la reducción del contenido de la ciudadanía no se describe haciendo alusión a formas parciales de privatización (las sanitarias, los puertos, la gran minería, la salud, la seguridad social, la educación, etc.), sino a que es la política misma la que se ha privatizado. Es decir, la política ha derivado en formas de intercambio y negociación entre partes, en las que ninguna de ellas pretende que lo logrado es algo que va en el interés general, sino lo que cada una pudo obtener gracias a sus habilidades negociadoras; en el que cuando aparece un reclamo fundado en la justicia (como el de los estudiantes por «no al lucro») la respuesta no es que el reclamo es incorrecto, sino que los estudiantes no pueden pretender obtener todo lo que quieren, tienen que sentarse a conversar para llegar a un arreglo (a una «transaca»). Este es uno de los aspectos en que el predominio de las ideas neoliberales en Chile es más notorio, y si lo es, se debe precisamente a que parece haberse extendido incluso entre quienes creen rechazarlas. 




			Pocas veces el asunto se presenta de modo más claro que cuando se discutió sobre el régimen del voto, o sea, si era o no legítimo que este fuera obligatorio. En su momento, que el voto fuera voluntario resultó ser tan evidente para todos que fue posible reformar la Constitución (¡lo que exige dos tercios de los votos!) para declararlo así. ¿Cómo es posible que haya habido un consenso tan generalizado sobre una idea tan objetable? 




			La respuesta es precisamente que se ha hecho común que en lo político no haya espacio para el interés general: en la política, cada uno vela por sus propios intereses, cada uno «se rasca con sus propias uñas». Cuando se aplica esto al acto de votar, la conclusión es que mi derecho a voto es algo que me interesa a mí, que me permite a mí defender mis intereses. Por consiguiente, es mi derecho, y entonces puedo renunciarlo: nadie tiene por qué obligarme a mí a defender mis intereses votando. Ya veré yo cuál es la mejor manera de defender mis intereses. Tratándose del derecho a voto entendido de esta manera, vale el principio sentado en el artículo 12 del Código Civil: «Pueden renunciarse los derechos conferidos por las leyes, con tal de que sólo miren al interés individual del renunciante». Si al votar cada individuo está defendiendo sus intereses, obligarlo a votar (es decir, obligarlo a defender sus intereses en el plano electoral por la vía del sufragio) resulta ser una imposición paternalista inaceptable. 




			Esta es, evidentemente, la manera en que un neoliberal entendería el derecho a voto, porque no cree que exista el interés general. Pero si alejándonos de ese extremo sostuviéramos, como lo hemos hecho más arriba, que lo político es la esfera de identificación, defensa y promoción del interés general, ¿qué explicación le daríamos al régimen del voto? Tendríamos que decir que el voto es una de las maneras (no la única, desde luego) en la que cada ciudadano participa del proceso deliberativo, un proceso cuyo resultado nos interesa a todos, porque mientras más participativo sea, más probable será que, tomando todos los intereses en cuenta, identifiquemos correctamente lo que va en el interés de todos. Por consiguiente, mi derecho a votar no es un derecho que va en mi solo beneficio, sino que nos favorece a todos que todos podamos votar, y que todos votemos. Y por consiguiente el que no vota es un free-rider, o sea un aprovechador que quiere recibir los beneficios de una práctica sin estar dispuesto a hacer su contribución para mantenerla. 




			El hecho de que la obligación de votar haya sido abolida en Chile constituye una declaración formal y consagratoria (¡por la vía de una reforma constitucional!) de cómo entre nosotros se entiende el acto de votar: como un acto que solo toma en cuenta el interés individual del que vota. Votar entonces es ahora un acto privado. 




			Esto pudo haberse resuelto de otra forma. Por ejemplo, si se aceptaba el voto voluntario con el argumento de que el problema es que en la realidad el voto no adopta una dinámica deliberativa y que por lo tanto mientras no lo haga no vale la pena votar, pudo intentarse darle tal dinámica al proceso eleccionario. Ello por supuesto hubiera requerido eliminar los vetos que hemos señalado y que generan las dinámicas de negociación que hemos comentado. En lugar de dar esa lucha política, se prefirió abolir la obligatoriedad. 




			



			 






			CONTRA EL DOGMATISMO UTÓPICO NEOLIBERAL 




			



			 






			Vivimos entonces bajo instituciones que niegan la figura del ciudadano, y junto a él la idea de ciudadanía, las que son reemplazadas por la del «individuo» quien, sumado a muchos otros, conforma no «el pueblo», sino «la gente». La utopía de un mundo en el que la convivencia puede despolitizarse de este modo es el núcleo de lo que entendemos por «neoliberalismo», un término que está lejos de significar solo una doctrina estrictamente económica.  




			Al usar esta etiqueta, estamos conscientes del riesgo de que ella sea leída como un eslogan. Pero si a pesar de los riesgos optamos por emplearla, es porque es uno de esos términos que son —por así decirlo— irrenunciables, con lo cual estamos enfatizando su importancia para entender tanto el problema que enfrentamos como las características centrales de la manera de salir de él.  




			Una de las razones por las que el uso de la etiqueta es necesario, es que no pretendemos simplemente negar el neoliberalismo, o sea, ignorarlo y ofrecer una visión alternativa e incompatible. Parte de nuestro predicamento político es que este ha penetrado profundamente en nuestra autocomprensión, al punto de que ha devenido en sentido común. Pero al mismo tiempo se trata de una idea que, no obstante su constante presencia en nuestras vidas y modos de habitar el mundo, es puramente especulativa, enteramente utópica. Para aclarar lo que queremos decir con esto usemos dos ejemplos que volverán a aparecer a lo largo del libro.  




			El primero tiene que ver con la parte central del aparato polémico del neoliberalismo: que lo que suele denominarse el «Estado de bienestar» (ese que provee seguridades a escala de grupos enteros, porque entiende los derechos sociales como derechos universales de ciudadanía) constituye, como lo llamó Hayek, un «camino de servidumbre». Los programas del Estado de bienestar debilitarían las instituciones democráticas y fomentarían, desde el punto de vista del Estado, prácticas clientelísticas a las que corresponderían, desde el punto de vista de los ciudadanos, individuos dóciles y dependientes. Por esta vía, el Estado de bienestar lleva al totalitarismo, a la esclavitud. 




			Ahora bien, y contrariando empíricamente lo planteado más arriba, no hay Estado Occidental alguno que haya recorrido ese camino. No existen Estados democráticos que, por la vía de crear y expandir programas de bienestar, hayan llegado al totalitarismo. Con esto no estamos diciendo que no haya problemas con el Estado de bienestar, pero sí que entre ellos no se cuenta el que sean un camino de servidumbre. Esta es una predicción puramente especulativa que resultó fenomenalmente falsa. Y pese a todo, la derecha chilena (desde Hernán Büchi y Sergio Melnick, hasta, ahora, Jovino Novoa) siguen repitiéndola hasta hoy, con total indiferencia al hecho de que ha probado ser trivialmente falsa. 




			El segundo ejemplo es uno que volveremos a ver cuando lleguemos a hablar de política industrial. En este segundo ejemplo, el neoliberal dirá que no hay un interés público en la promoción de determinadas industrias o sectores, y que el desarrollo se alcanzará cuando el Estado se retire y deje a «los emprendedores»… emprender, independientemente de que su destino sea el éxito o el fracaso. De nuevo, este camino no ha sido recorrido por nación alguna, al menos desde el siglo XX. Todos los casos de Estados que han alcanzado niveles de desarrollo económico tales que nos han de servir en algún sentido de modelo lo han hecho mediante algo equivalente a lo que discutiremos bajo el rótulo de «política industrial».  




			Los dos ejemplos anteriores muestran algo que debe ser subrayado, porque usualmente se ignora: el neoliberalismo es una ideología enteramente utópica, es decir que solo se basa en especulaciones teóricas sin asidero en el mundo real (lo que no quiere decir, claro está, que esta ideología utópica no produzca efectos en la realidad).  




			



			 






			LA NEGACIÓN DEL INTERÉS GENERAL 




			



			 






			El neoliberalismo, en el sentido en el que usaremos esa palabra, es la negación de que haya algo que pueda ser denominado «interés general». Ya hemos mencionado que Margaret Thatcher, quien fuera primer ministro de Inglaterra durante la década de los ochenta, alegaba que no existe tal cosa como la sociedad. Solo existen, por consiguiente, individuos con intereses individuales. Toda apelación al interés general sería una manera de vestir intereses individuales para darles respetabilidad. Hayek aludía a algo similar cuando expresó que la idea de «justicia social» era un «espejismo», una idea simplemente incomprensible. 




			Como solo hay intereses individuales, desde esta perspectiva la manera más civilizada de interactuar es la negociación (como hemos visto, la alternativa es la violencia o, dicho de otro modo, la guerra). Negociando nos ponemos de acuerdo en lo que es aceptable o inaceptable para los intereses de quienes negocian (aunque no para la comunidad que ellos podrían conformar). Así, por ejemplo, como cada uno quiere estar libre de la agresión de otros, nos damos reglas que configuran el derecho penal: reglas que prohíben la agresión entre individuos. Cada individuo consiente en renunciar a atacar al otro en la medida en que los demás hagan la misma concesión, y de ese modo surge el derecho penal. Estas reglas son, desde esta óptica, la manifestación más ostensible de lo que los individuos se deben recíprocamente, y por eso es que las cuestiones vinculadas a lo que suele denominarse «seguridad ciudadana» (represión del delito, acción policial preventiva, «mano dura», «puerta giratoria», etc.) están siempre en el primer lugar de la agenda pública. 




			



			 






			POLÍTICA SOCIAL, DISTRIBUCIÓN E INTERÉS GENERAL 




			



			 






			Pero podría decirse que esto es una caricatura: después de todo, existen muchas más reglas que las del derecho penal, y de hecho hoy nadie niega que el Estado tiene un deber de provisión de determinados bienes (como salud, educación, seguridad social y vivienda, que son los casos más evidentes) a todos. ¿No hay aquí, entonces, una idea más amplia que la indicada más arriba de interés general? 




			Eso es solo una apariencia. Y es por eso que es importante entender el sentido de lo que genéricamente puede denominarse la «política social» en un régimen neoliberal. El punto de partida es siempre el mismo: no hay tal cosa como el interés general, salvo que haya una pluralidad de intereses individuales. Como no hay más que intereses individuales, la idea de redistribución es problemática, porque cuando el Estado redistribuye todo lo que se ve desde esta perspectiva es que toma recursos de unos y se los da a otros, de modo que no hace nada más que servir unos intereses individuales en desmedro de otros. Es por esta razón que en esta óptica la idea de redistribuir para asegurar en algún sentido la igualdad entre ciudadanos es considerada siempre y a priori como algo ilegítimo, algo que oprime al que paga impuestos. Puede entonces entenderse el tono iracundo con que el neoliberal aborda cualquier discusión tributaria que podría desembocar en un alza de impuestos, que por parte de él son siempre considerados una forma de robo. 




			En términos políticos, esto significa que cuando el Estado actúa no hace más que beneficiar a algunos y perjudicar a otros. Por consiguiente la pregunta siempre será: ¿en qué sentido se respeta el interés del que es perjudicado por la redistribución? Así, por ejemplo, cuando el Estado financia con cargo a impuestos la educación pública, está extrayendo recursos a quienes pagan impuestos para distribuirlos entre quienes reciben educación. Para señalar que esto no es simplemente opresión de los que pagan impuestos, es necesario explicar que en algún sentido va en beneficio de su interés individual el hecho de que el otro, que no puede pagar, reciba educación. 
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